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Resumen
Los delitos de odio son un tema de actualidad que no ha eludido el ciberespacio. El objetivo de la 
investigación es analizar los delitos de odio online cometidos en la jurisprudencia española, abar-
cando el periodo 2018-2022. La metodología es la revisión sistemática de sentencias, con una 
muestra de 29 procedentes de Audiencias Provinciales, ya que las sentencias de los Juzgados de 
lo penal no suelen publicarse. El análisis de datos fue cuantitativo. Los resultados apuntaron que la 
mayoría de las sentencias versaron sobre el artículo 510 del Código Penal y fueron condenatorias. 
La red social más utilizada fue Facebook, seguida de Twitter, y la motivación discriminatoria pre-
dominante el racismo, encontrándose, frecuentemente, en combinación con otras. Este estudio 
ha encontrado evidencia favorable al aumento de las sentencias que versan sobre delitos de odio 
cometidos online, la aplicación restrictiva del artículo 510 del Código Penal y el mensaje intimidato-
rio como una característica esencial de las victimizaciones.
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Abstract
Hate crimes are a current issue that has not eluded cyberspace. The objective is to analyze online 
hate crimes committed in Spanish jurisprudence, from 2018 to 2022. The methodology is the sys-
tematic review of sentences, with a sample of 29 sentences from Provincial Courts, since senten-
ces from criminal courts are not usually published. The data analysis was quantitative. The results 
showed that most of the sentences focused on Article 510 of the Criminal Code and were convic-
tions. The main social network used was Facebook, followed by Twitter. The predominant discri-
minatory motivation was racism, often in combination with others. This research supports the 
increasing number of sentences dealing with hate crimes committed online, the restrictive applica-
tion of article 510 of the Criminal Code and the intimidating message as an essential characteristic 
of the victimisations.
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1.	 Introducción

El progreso tecnológico, además de contribuir de forma positiva en múltiples ámbitos de nuestra 
vida, ha resultado en una nueva forma de criminalidad: la ciberdelincuencia, que engloba cual-
quier delito cometido en el ciberespacio (Miró-Llinares, 2012). Entre las características propias que 
posee este tipo de delincuencia, se podrían destacar su alcance global, el anonimato y la difusión 
instantánea, las cuales han favorecido la comisión de delitos en el espacio virtual. Ello ha supuesto 
un reto para la ciencia criminológica que, a lo largo de los últimos años, ha dirigido sus esfuerzos al 
análisis del cibercrimen, innovando en los métodos aplicados, en las teorías que explican su génesis 
y, especialmente, en las técnicas de prevención (Espinosa Sánchez, 2019; Miró-Llinares, 2012; Peña 
Labrín, 2023). 

Al mismo tiempo, el desarrollo de las tecnologías de la información y de la comunicación (TIC) 
y, especialmente, el auge de las redes sociales, han resultado en una transformación sustancial en 
el modo de relacionarnos, impactando con más fuerza en determinadas tipologías delictivas. Un 
ejemplo paradigmático son los delitos de odio, definidos como infracciones penales cometidas con 
una motivación prejuiciosa (OSCE, 2003, citado en Movimiento contra la Intolerancia, n.d.), un tema 
de actualidad que no ha eludido el ciberespacio. 

A propósito de lo anterior, Losada Díaz et al. (2021, p.196) afirman que “el odio es una de las 
emociones más recurrentes en el ámbito virtual”. A consecuencia de ello, se ha acuñado la expre-
sión “ciberodio” para referirse al uso de redes sociales y plataformas virtuales para expresar ideas o 
pensamientos prejuiciosos hacia ciertos colectivos por motivos raciales, étnicos, de género, orien-
tación sexual o cualquier otra característica que posea el grupo en cuestión (Gordon Benito, 2023).
De todos modos, a pesar de los esfuerzos realizados por algunas redes sociales (por ejemplo, con la 
implementación de sistemas de denuncias y borrado inmediato) y la legislación penal desarrollada 
al respecto, el ciberodio continúa muy presente (Aguerri, & Miró-Llinares, 2022; Bueno de Mata, 
2023; Losada Díaz et al., 2021; Pérez de la Fuente, 2023; Valero Heredia, 2017). 

En este contexto, el discurso de odio es entendido como una de las mayores amenazas digita-
les a la democracia (Sponholz, 2023), dado que niega valores constitucionales que son esenciales 
para la convivencia social, como la igualdad y la no discriminación (artículo 14 de la Constitución 
Española), y supone, además, un ataque a la dignidad de las personas (artículo 10 de la CE). En este 
sentido, Sponholz (2023, p.157) afirma que “hate speech is much more severe digital threat than 
insulting people on social media” [el discurso de odio es una amenaza digital mucho más grave que 
insultar en las redes sociales]. 

Si bien no existe un concepto universal del discurso de odio (Vergani et al., 2024), podemos acu-
dir a definiciones desarrolladas por organismos institucionales como la Comisión Europea contra el 
Racismo y la Intolerancia (en adelante, ECRI), que lo entiende como: 

El uso de una o más formas de expresión específicas -por ejemplo, la defensa, promoción 
o instigación al odio, la humillación o el menosprecio de una persona o grupo de personas, 
así como el acoso, descrédito, difusión de estereotipos negativos o estigmatización o ame-
naza con respecto a dicha persona o grupo de personas y la justificación de esas manifes-
taciones- basada en una lista no exhaustiva de características personales o estados que 
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incluyen la raza, color, idioma, religión o creencias, nacionalidad u origen nacional o étnico 
al igual que la ascendencia, edad, discapacidad, sexo, género, identidad de género y orien-
tación sexual (ECRI, 2015, p. 28).

Teniendo en cuenta lo anterior y la literatura al respecto, se podría simplificar el discurso de 
odio como el uso de cualquier tipo de comunicación para atacar a una persona o grupo basándose 
en una de sus características compartidas. Si bien el comentario discriminatorio se puede dirigir 
contra una persona individual, se establece como requisito que la persona haya sido seleccionada 
por su pertenencia al grupo, ya sea real o percibida (Gordon Benito, 2023; OSCE, 2003, citado en 
Movimiento contra la Intolerancia, n.d.; Sponholz, 2023). Otra característica fundamental es la 
intencionalidad, esto es, que se dirija a producir un perjuicio en el grupo, así como el elemento sub-
jetivo discriminatorio que subyace al delito y a la publicidad1. 

Respecto a las víctimas de los delitos de odio, en la actualidad se ha extendido a casi cual-
quier colectivo que comparta unas características comunes. Ello ha sido criticado por parte de la 
comunidad científica, que defiende la necesidad de volver al criterio inicial, así como de sancionar 
únicamente las conductas más graves por la vía penal y encontrar un equilibrio con la libertad de 
expresión (Miró-Llinares & Gómez, 2020; Pérez de la Fuente, 2023). Esta ponderación también ha 
sido subrayada por el Tribunal Europeo de Derecho Humanos (en adelante, TEDH) en múltiples oca-
siones (Valero Heredia, 2017).

Adentrándonos en la regulación de los delitos de odio en España, se recogen las siguientes 
conductas en el Código penal (en adelante, CP): amenazas dirigidas a atemorizar a un grupo de per-
sonas (art. 170.1 del CP); trato degradante y menoscabo de la integridad moral por odio (art. 173.1 
del CP); tortura basada en cualquier tipo de discriminación (art. 174 del CP); discriminación en el 
ámbito laboral (art. 314 del CP); discurso de odio y conductas conexas (arts. 510 y 510 bis del CP); 
delitos relativos a la denegación de prestaciones y asociación ilícita para promover la discrimina-
ción (arts. 511, 512 y 515.4 del CP); acciones que afectan a la libertad de conciencia y sentimientos 
religiosos (arts. 522 al 526 del CP); delitos de genocidio y lesa humanidad (arts. 607 y 607 bis del CP); 
y, finalmente, es preciso mencionar la agravante genérica (art. 22.4 del CP), que se aplica a delitos 
comunes cuando subyace una motivación discriminatoria. 

A propósito de lo anterior, la regulación actual del discurso de odio en el artículo 510 del CP, 
modificada sustancialmente en los últimos años, consta de dos apartados. En el primero, letra a), 
se recoge el delito de provocación, contemplando las conductas de fomentar, promover o incitar, 
directa o indirectamente, al odio, hostilidad, discriminación y violencia, sancionando en su letra b) 
la cadena de difusión de dichos actos. En su letra c), se castigan las conductas de apología en el 
sentido amplio de los crímenes de derecho penal internacional. En alusión al segundo apartado, que 
contempla una pena inferior, en la letra a) se regula un delito de lesión de la dignidad a través de las 
injurias colectivas y, en su letra b), las apologías de los delitos de odio. 

Teniendo en cuenta la redacción excesivamente abierta del artículo 510 del CP, se ha reclamado 
su aplicación conforme al mandato de taxatividad (Gómez Martín, 2016; Pérez de la Fuente, 2023). 
En este sentido, una gran parte de los juristas argumentan que sólo se debe sancionar cuando la 

1  Para ampliar la información consultar a Gordon (2023), Landa (2018) y Vicente (2018).
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conducta sea penalmente relevante y denote un riesgo potencial real de acción posterior, sobre 
todo considerando la introducción de conceptos tan amplios e indeterminados que pueden derivar 
en inseguridad jurídica, así como en una punición excesiva por conductas de escasa entidad (Gor-
don Benito, 2023; Landa, 2018; Vicente, 2018). 

Ahora bien, el análisis de la legislación, que ha recibido mucha atención en el contexto español 
(Paz et al., 2020), es tan importante como su incidencia en la realidad social y aplicación por los ope-
radores de justicia, encontrándose estos campos más inexplorados en la actualidad, sobre todo, 
en el espacio virtual (Andrés Domínguez, 2021; García Domínguez, 2020a; Pérez de la Fuente, 2023; 
Tamarit, 2018).

El Ministerio del Interior publica anualmente un informe sobre la evolución de los delitos de 
odio, utilizando los datos recopilados por el Servicio Estadístico de Criminalidad (2013-2022). Desde 
el año 2015, este informe incluye un apartado específico sobre el discurso de odio cometido en la 
red, cuya magnitud respecto a los delitos de odio en general es muy pequeña (Figura 1). Véanse por 
ejemplo los 223 hechos conocidos respecto a los 2268 delitos e incidentes de odio totales del año 
2023. Es más, si lo comparamos con los 400.000 delitos cometidos aproximadamente en el territo-
rio nacional en el año 2023, se puede observar que su incidencia es insignificante. 

Como se puede observar en la Figura 12, si bien la tendencia es constante, se observa un ligero 
aumento en los últimos años, situándose el pico en el año 2021. La motivación discriminatoria más 
habitual fue la ideología en todo el periodo analizado, a excepción del 2022, donde se vio superada 
por el racismo y la orientación/identidad sexual. Las tipologías delictivas más comunes han sido las 
amenazas, las injurias y la discriminación. En los años 2019 y 2020 se observa un crecimiento de los 
delitos contra la constitución y, a partir del 2020, el delito de provocación también se incrementa 
significativamente, situándose en el tercer puesto en los años 2020, 2021 y 2022. Por otro lado, las 
amenazas fueron predominantes en el último año registrado. En cuanto al medio empleado, la evo-
lución del uso de las redes sociales muestra una tendencia generalizada creciente (Ministerio del 
Interior, 2013-2023).

En las memorias que elabora la Fiscalía General del Estado (2019-2022) se ha observado un 
aumento de los procedimientos penales, sobre todo en los escritos de acusación del Ministerio Fis-
cal. Asimismo, se destaca la presencia de las TIC en los delitos de odio, alcanzado el 20 % en el 
último informe emitido, que data del 2022. De igual modo, las redes sociales se han consolidado 
como un medio de difusión ideal para la provocación e incitación al odio, a la violencia o a la dis-
criminación, apreciándose a través del 510.1 del CP y, en menor medida, del 510.2. a) del CP. Las 
motivaciones discriminatorias más habituales fueron el racismo y la xenofobia (incluyendo racismo, 
etnia y origen nacional), aunque se advierte un crecimiento de los delitos cometidos por motivos de 
orientación e identidad sexual o de género, así como por ideología, refiriéndose una gran parte de 
ellos a Cataluña y los hechos relativos al “procés” (Fiscalía General del Estado, 2019-2022).

Los datos expuestos sustentan lo que ya habían apuntado investigaciones previas, que, los 
delitos de odio y, más específicamente el discurso de odio, son cometidos cada vez más en inter-
net, principalmente en las redes sociales (Gómez Martín, 2018; Pérez de la Fuente, 2023), que 

2  En el gráfico se han excluido la discriminación generacional/enfermedad y el antigitanismo, debido a su introducción tardía 
(2018 y 2019 respectivamente) y su baja cuantía (n<10).
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se han popularizado como espacios de expresión de ideas y debates políticos (Miró-Llinares & 
Gómez, 2020). 

No obstante, es preciso tener en cuenta la cifra oculta existente (Pezzella et al., 2019; Chakra-
borti & Burch, 2024), concibiéndose las estadísticas oficiales como una aproximación a una realidad 
escondida. De acuerdo con el último informe elaborado por Agencia de los Derechos Fundamenta-
les  (FRA, 2021), la denuncia de estos delitos oscila entre el 11 y el 49 % en los casos de violencia 
motivada por prejuicios y es incluso más baja para el acoso, entre el 6 y el 14 %. En este sentido, 
Miró-Llinares (2012) ha identificado dos motivos principales por los cuales la cibercriminalidad no 
alcanza el sistema penal: por un lado, la falta de denuncia, alegando las víctimas de los delitos de 
odio que “nada cambiará”, “siempre pasa lo mismo”, el exceso de burocratización y, en ocasiones, la 
vergüenza (FRA, 2021);  y, por el otro, las dificultades a las que se enfrentan los jueces y las juezas, 
como el anonimato o las cuentas falsas, la falta de adaptación normativa al espacio cibernético, la 
viralización del contenido y, especialmente, la prueba de la intención y motivación de la persona que 
emite el mensaje (Bueno de Mata, 2023).  

Esta investigación se dirige a explorar el segundo ámbito, los tribunales, donde se han llevado 
a cabo algunas investigaciones sobre el tratamiento jurisprudencial de los delitos de odio, centrán-
dose la mayoría en el terrorismo (Andrés Domínguez, 2021). También es cierto que cada vez son 
más los estudios que se dirigen a analizar el discurso de odio online, sobre todo en las redes socia-
les (Aguerri & Miró-Llinares, 2022; Brown, 2017; Miró-Llinares & Gómez, 2020; Miró-Llinares, 2017; 
Pérez de la Fuente, 2023; Tamarit, 2018).

Figura 1

Evolución de los hechos conocidos sobre el discurso de odio en la red en función de las motivaciones discriminatorias 
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Giménez-Salinas et al. (2019) recuperaron 102 sentencias sobre delitos de odio entre los años 
2014 y 2017, observando una evolución ascendente en su comisión hasta el año 2014 y descendente en 
los últimos tres años estudiados. La motivación discriminatoria más frecuente fue el racismo (33 %) 
y el espacio de discriminación mayoritario el físico (75 %). En los delitos cometidos online, las redes 
sociales (67 %) fueron el medio más utilizado, seguido de mensajería instantánea (13 %), el correo 
electrónico (7 %) y las páginas web (3 %). El porcentaje restante se conforma de combinaciones entre 
ellas. Las motivaciones discriminatorias fueron las siguientes (de mayor a menor frecuencia): racismo 
(36 %), ideología (32 %), género (18 %), orientación sexual (9 %) y religión (5 %). Además, 3 casos de 
género concurrieron en el espacio físico y virtual. Asimismo, se encontró que el delito de amenazas 
fue muy frecuente, especialmente en redes sociales y, en muchos casos, fue acompañado del dis-
curso de odio. También se destacó la especial incidencia de la provocación a la discriminación, odio 
y violencia, aunque el artículo 510 del CP obtuvo un porcentaje inferior al 10 % del total de la muestra. 

En el año 2018, Tamarit llevó a cabo un análisis jurisprudencial de los delitos de odio cometidos 
a través de las redes sociales, planteando las siguientes hipótesis: (i) un incremento de los delitos 
de odio fomentado por el auge del uso de las redes sociales; (ii) un aumento de su sensibilidad social 
y persecución; y (iii) una actitud más punitiva hacia los discursos hostiles en las redes sociales. El 
periodo analizado fue del 1 de enero de 2015 al 28 de febrero de 2018, seleccionando los artículos 510 
y 578 del CP, y restringiendo la búsqueda al alto tribunal, el Tribunal Supremo. 

En los resultados, Tamarit (2018) apuntó que la escasez de sentencias previas al 2015, en con-
junto con la evolución creciente, confirma el proceso expansivo, así como que la mayoría versaron 
sobre el delito de enaltecimiento del terrorismo (artículo 578 del CP), siendo residual la aplicación 
del artículo 510 del CP. Las redes sociales más utilizadas fueron Twitter (en la actualidad denomi-
nada X) y Facebook. Las sentencias versaron, en su mayoría, sobre personas de ideología de izquier-
das, aunque se encontraron otras relativas al Islam y una de género. El fallo de las sentencias más 
habitual fue condenatorio. Tamarit (2018) tan solo encontró un caso de aplicación del artículo 510 del 
CP, la STS 72/2018, de 9 de febrero, por motivos de género. Esta sentencia versa sobre el conocido 
comentario de las 53 mujeres asesinadas por violencia de género. Además, el autor concluye que el 
número de casos enjuiciados en comparación con el número de denuncias y procedimientos inicia-
dos es bajo. También añadió que existe punitivismo y subrayó la necesidad de revertir esta dinámica. 

Años más tarde, García Domínguez (2020a) profundizó en el tratamiento jurisprudencial del 
artículo 510 del CP, recuperando todas las sentencias dictadas en el año 2019, con la exclusión de 
las relativas a Cataluña y los delitos de terrorismo. La muestra final se compuso de 39 sentencias, 
que fueron clasificadas en cuatro grupos. En el primer y segundo grupo, las sentencias versaron 
sobre comentarios amparados por la libertad de expresión o comentarios discriminatorios pun-
tuales, observando que los tribunales españoles están excluyendo los casos de incitación indirecta 
y los hechos aislados. En cambio, las sentencias del tercer y cuarto grupo fueron condenatorias, 
encontrando la autora que, en ocasiones, se sancionan conductas cuyo potencial lesivo difiere en 
gran medida. Además, García Domínguez (2020a) concluye que, a pesar de la regulación extensiva 
del artículo 510 del CP, los tribunales españoles lo están aplicando de forma restrictiva (salvo algu-
nas excepciones), en consonancia con el principio de última ratio, taxatividad y siguiendo las reco-
mendaciones de organismos internacionales.

Al mismo tiempo, Miró-Llinares & Gómez (2020) realizaron un estudio que incluyó un análisis 
exploratorio del artículo 510 del CP en el periodo 1999-2019, recuperando 46 sentencias. La mayoría 
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de ellas se habían dictado en los últimos dos años, confirmando la tendencia expansiva apuntada 
por Tamarit (2018). Este patrón también fue evidente en investigaciones previas (Fiscalía General 
del Estado, 2019-2022; García Domínguez, 2020aMiró-Llinares & Gómez (2020) encontraron que los 
tribunales habían interpretado los artículos relativos al discurso de odio de forma más amplia en 
años anteriores, indicando que podría existir un cambio de tendencia, con una aplicación más res-
trictiva, que, de facto, fue hallada en el estudio de García Domínguez (2020a). En cambio, Andrés 
Domínguez (2021), que analizó el discurso de odio en los tribunales seleccionando los casos que 
consideró relevantes (no aplicó la metodología propia de la revisión sistemática de sentencias) y 
centrando la atención en la apología y enaltecimiento del terrorismo, concluyó que los tribunales 
no están aplicando de forma restrictiva el artículo 510.1 del CP, sino que se condena la difusión de 
expresiones ofensivas que son amparadas por la libertad de expresión e ideológica. Finalmente, 
una reciente investigación de Losada Díaz et al. (2021), que evaluó el discurso de odio en Instagram 
durante la campaña electoral española de abril de 2019, concluyó su escasa presencia.

En síntesis, las investigaciones sobre el discurso de odio en los tribunales españoles se han 
dirigido, por un lado, a analizar su evolución a lo largo de los años y examinar si ha existido un cambio 
de tendencia, apuntando la mayoría de ellos a un auge en los últimos años (Miró-Llinares & Gómez, 
2020; Tamarit, 2018), a excepción de Giménez-Salinas et al. (2019), quienes observaron un descenso 
del 2014 al 2017, y Losada Díaz et al. (2021), quienes encontraron una baja incidencia durante los 
primeros meses del 2019. Por otro lado, se han dirigido a evaluar si el artículo 510 del CP se está apli-
cando de forma expansiva o restrictiva, concluyendo García Domínguez (2020a) y Miró-Llinares & 
Gómez (2020) su aplicación restrictiva en los últimos años, a diferencia de Andrés Domínguez (2021), 
aunque esta investigación se focalizó en la apología y enaltecimiento del terrorismo. De hecho, la 
mayoría de ellos se dirigieron a estudiar el terrorismo y también incluyeron el análisis de las moti-
vaciones discriminatorias, las redes sociales utilizadas y, de forma menos frecuente, los grupos 
afectados. 

Teniendo en cuenta las características de las plataformas virtuales (publicidad y difusión inme-
diata, alcance de la conducta, permanencia, anonimato, bulos y fake news, etc.), que hacen idónea 
la difusión del discurso del odio, es razonable el aumento de la producción científica sobre esta 
cuestión3, así como la preocupación creciente entre la ciudadanía y expertos en la materia (Brown, 
2017; Bueno de Mata, 2023; García Domínguez, 2020b; Gordon Benito, 2023; Losada Díaz et al., 
2021; Miró-Llinares, 2017; Tamarit, 2018; Pérez de la Fuente, 2023). Ahora bien, algunas preguntas 
de investigación permanecen sin respuesta:¿Cuál es el perfil de autor que encontramos en los tri-
bunales? ¿Los casos que alcanza este estadio son de víctimas particulares o colectivos? ¿Cuáles 
son las características de estos delitos? ¿Qué elementos tienen en cuenta los y las jueces para su 
condena? Es por ello que considero de vital importancia, además de continuar con las líneas de 
investigación iniciadas, profundizar en las preguntas sobre quién y cómo, dado que la prevención 
de este fenómeno está supeditada al conocimiento de su realidad. Además, no se ha efectuado 
ninguna revisión sistemática de sentencias del discurso de odio online en los últimos años. De este 
modo, la presente investigación se dirige a actualizar el estado de la cuestión y a salvar algunas de 
las lagunas identificadas. 

3  Es más, la necesidad de estudiar empíricamente la cibercriminalidad fue manifestada por Miró-Llinares (2012) 
años atrás. 
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2.	 Objetivos

El objetivo principal de la investigación es analizar los delitos de odio cometidos online en la juris-
prudencia española, abarcando el periodo 2018-2022. Los objetivos secundarios son: estudiar las 
características principales de los delitos de odio, poniendo el énfasis en la plataforma virtual y en 
las motivaciones discriminatorias; identificar el perfil de víctima y autor/a del delito; y conocer si el 
artículo 510 del CP se está aplicando de forma restrictiva.

3.	 Metodología

La metodología es la revisión sistemática de sentencias, siguiendo los pasos desarrollados por Fer-
nández Molina et al. (2021). El objeto de estudio fueron los delitos de odio, el periodo 2018-2022, la 
jurisdicción penal y el tipo de resolución de la sentencia. La base de datos utilizada fue el CENDOJ y 
las palabras clave: “delitos de odio”, “discurso de odio” y la combinación de “odio”, “discriminación” y 
el artículo del CP correspondiente (22.4, 170, 173.1, 174, 314, 510 y ss., y del 522 al 526). Los criterios 
de inclusión, además del periodo temporal y los delitos señalados, fueron que existiera una mención 
explícita al odio en la argumentación jurídica o que se constatara el discurso de odio en los hechos 
probados. Los delitos de terrorismo, genocidio y lesa humanidad, así como los casos de violencia de 
género, fueron excluidos. También las absoluciones en primera instancia. Finalmente, se recupera-
ron 122 sentencias, pero solo 29 versaron sobre delitos cometidos en el ciberespacio, conformando 
la muestra de esta investigación (Tabla 1).

Para extraer la información de las sentencias, se creó una ficha de recogida de datos, tomando 
como referencia la diseñada por Giménez-Salinas et al. (2019). Las variables se agruparon en tres 
clusters: a) sentencia, b) víctima y c) acusado. En el primer grupo, se contemplaron aspectos rela-
tivos al fallo de la sentencia, al órgano que la dicta, la localización del tribunal y del lugar de los 
hechos, el año en el que se dictó la condena y en el que se cometió el delito, la temporalidad de los 
delitos y el mes, el artículo del CP y la red social utilizada. Las variables del segundo grupo versaron 
sobre las características sociodemográficas de la víctima (sexo, nacionalidad y edad), el motivo dis-
criminatorio y los indicadores de polarización. Por último, se recogieron las características socio-
demográficas de los autores, el delito por el cual fueron acusados, el fallo de la sentencia y, en caso 
de condena, la pena impuesta y su duración, las circunstancias modificativas de la responsabilidad 
penal y las denuncias previas interpuestas al autor4.

Los datos fueron volcados, revisados y depuraros en Excel, creando tres bases de datos: sen-
tencias, autores y víctimas. El análisis de datos fue cuantitativo, utilizando el paquete estadístico 
IBM® SPSS Statistics®, versión 26. El estudio de las variables fue eminentemente descriptivo y, en 
ocasiones, correlacional. Se calcularon las tablas cruzadas y el Test exacto de Fisher, por la baja 
cuantía de la muestra. Además, se llevó a cabo una lectura en profundidad de cada una de las sen-
tencias, realizando estudios de caso.

4 La ficha de recogida de datos, así como el nivel de medida, la descripción y las categorías de respuesta de cada varia-
ble se encuentran detalladas en el material complementario. Además, los datos se encuentran en abierto en el repositorio 
GREDOS de la Universidad de Salamanca. 
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Esta investigación no está exenta de limitaciones. En las sentencias no existe un registro sistemá-
tico de los datos sociodemográficos de los implicados, sobre todo, de las víctimas. Además, la mayoría 
de las sentencias provienen de Audiencias Provinciales, un resultado esperado, dado que es el único 
órgano jurisprudencial del cual se dispone de una gran parte de las sentencias, acercándose al uni-
verso de las mismas (García Domínguez, 2023; Stancu & Varona, 2017; Tamarit et al., 2014, 2022, 2023). 
También es importante considerar que en torno a la mitad de la muestra son recursos, con el sesgo que 
implica y el enigma que continúan siendo las sentencias en primera instancia. Estas cuestiones deben 
ser consideradas en la interpretación e inferencia de los resultados, así como la exclusión de algunos 
delitos, las absoluciones en primera instancia y la cifra oculta que existe en los delitos de odio.

Tabla 1

Muestra de sentencias: número de caso y de resolución

N° de caso N° de resolución (sentencia)

1 120/2020

2 132/2020, 233/2020 y 488/2020

3 138/2018

4 158/2019

5 189/2022

6 207/2022

7 299/2019

8 366/2022

9 380/2022 y 456/2022

10 388/2018

11 392/2018

12 429/2019

13 433/2022

14 46/2020

15 472/2019

16 495/2018

17 678/2019

18 69/2019

19 75/2022

20 99/2020

21 114/2019i

22 674/2022

23 280/2021

24 10/2021

25 204/2021

26 141/2021
 i N° de recurso, dado que no presentaba número de resolución
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4.	 Resultados

Como se puede observar en la Tabla 2, el año en el que se dictaron más sentencias sobre delitos de 
odio cometidos online fue el 2022. Las Audiencias Provinciales fueron los órganos judiciales más 
comunes (Figura 1), destacándose las localizadas en Barcelona y Madrid (Figura 2). En ellas se juz-
garon 13 sentencias en primera instancia y 11 recursos interpuestos, junto a los 3 restantes que se 
corresponden con el Tribunal Superior de Justicia (n=2) y el Tribunal Supremo (n=1). Las resolucio-
nes de los recursos (n=14) fueron las siguientes: desestimados (n=8), estimados completamente 
(n=4) y estimados parcialmente (n=2). Las sentencias de conformidad alcanzaron el 34,5 % (n=10). 
Además, la media de las sentencias se situó en 9 carillas aproximadamente, situándose la moda en 
el valor 5, el mínimo en el 3 y el máximo en el 52 (outlier), que se corresponde con el caso 125.

5  Este suceso, de alcance internacional, fue denunciado por numerosas organizaciones por la gravedad de los hechos. 

Tabla 2

Sentencias, casos, condenas y absoluciones en función del año de la sentencia

Año de la sentencia Sentencias
n(%)

Casosi

n(%)
Condenasii

n(%)
Absolucionesii

n(%)

2018 4(13,8) 4(15,4) 2(10,5) 2(28,6)

2019 7(24,1) 7(26,9) 4(21,1) 3(42,8)

2020 5(17,2) 4(15,4) 4(21,1) 0(0,0)

2021 4(13,8) 4(15,4) 2(10,5) 2(28,6)

2022 9(31,1) 7(26,9) 7(36,8) 0(0,0)

Total 29(100) 26(100,0) 19(100,0) 7(100,0)
i El caso 2 con dos resoluciones y el 9 con tres
ii Tanto las condenas como las absoluciones se refieren al delito de odio exclusivamente

Figura 2

Mapa coroplético de la localización del órgano judicial
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Continuando con el análisis de los casos, se puntualiza que las 3 sentencias dictadas por los 
tribunales superiores confirmaron el fallo condenatorio. El artículo 510 del CP fue el más analizado 
(n=23, 87,7%), seguido de la aplicación de la agravante del artículo 22.4 del CP. También se hallaron 
concursos de delitos.

Los delitos de odio fueron cometidos entre los años 2011 y el 2021. La mayoría se desarrollaron 
durante un único año (n=13), siendo la moda el 2016. Los delitos que se extendieron en un periodo 
(n=7) oscilaron entre el 2016 y el 2021, abarcando, todos ellos, los años 2017 y 2018. La temporalidad 
de los delitos (mañana, noche y tarde) fue divergente y más del 50 % se extendieron durante varios 
meses (n=11). También es significativo mencionar que un 65,4 % de los casos fueron una actividad 
continuada y no respondieron a hechos puntuales. 

En el 88,5 % de los sucesos el incidente ocurrió únicamente en el espacio online, mientras que 
en el 11,5 % sucedió en ambos (casos 1 y 12), virtual y físico. En cuanto a la red social (Tabla 3), la 
más utilizada ha sido Facebook (n=11), seguida de Twitter (n=6). En ocasiones, los perpetradores del 
delito hicieron uso de varias. Ahora bien, en algunas sentencias no se pudo identificar la plataforma 
utilizada, debido a que esta fue anonimizada (n=4). 

Los jueces y las juezas apuntaron el número de seguidores, visualizaciones y el alcance 
de la publicación como factores relevantes en la valoración de la conducta. En este sentido, 
se han encontrado rangos muy amplios. En Facebook, el mínimo se sitúa en 211 y el máximo en  
2.740 millones de visualizaciones (vídeos), mientras que en Twitter oscila de 630 a 5 millones de 
seguidores y en Youtube de 273 a 4.915 suscriptores. También es cierto que, en varias sentencias, 
se apunta un pequeño público sin especificar el valor exacto.

Del total de los 26 casos analizados, un 65,4 % se dirigieron a colectivos (n=17) y un 34,6 % a víc-
timas individuales (n=9). En estos casos, la víctima fue una persona individual (a excepción del caso 
12). Las características sociodemográficas fueron desconocidas en la mayor parte de la muestra, 
aunque se pudo constatar el sexo en 9 de ellas, predominando los hombres (n=7), y la nacionalidad 
en 5, poseyendo 3 la española, 1 la marroquí y 1 la dominicana.  La edad solo se pudo conocer en una 

Tabla 3

Red social utilizada en los delitos de odio

Red social n(%)

Facebook 8(36,4)

Twitter 4(18,2)

Instagram 1(4,5)

Whatsapp 1(4,5)

Facebook y Twitter 1(4,5)

Facebook y messenger 1(4,5)

Youtube 3(13,6)

Youtube, Facebook y Twitter 1(4,5)

Página web 2(9,1)

Total 22(100 %)
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de las víctimas, el caso mediático del niño de 8 años enfermo que quería ser torero y que recibió 
comentarios ofensivos a través de Twitter (caso 21).

Las motivaciones discriminatorias fueron múltiples en la mitad de los casos (Figura 3). Teniendo 
en cuenta la totalidad de la muestra, el racismo (incluyendo etnia o nación) fue la más común  
(73,1 %), seguida de la religión (42,3 %), la ideología (34,6 %) y la orientación/identidad sexual (30,8 
%). En las combinaciones (Tabla 4) se incluyó el antisemitismo por su incidencia, encontrando que 
la más común fue racismo y antisemitismo (26,7 %), seguido de racismo e ideología (20,0 %). Por 
otro lado, los factores de polarización (Tabla 5) más habituales fueron la pertenencia de la víctima a 
un colectivo minoritario y las expresiones o comentarios discriminatorios, que alcanzaron el 80 % 
de la muestra. 

Figura 3

Gráfico circular del artículo del CP 

19.23%

7.69%

3.85%

15.38%

3.85%

50.00%

Racismo, etnia o nación

Ideología

Religión/creencias

Orientación/identidad sexual

Razones de género

Dos o más de las anteriores

Tabla 4

Motivaciones discriminatorias múltiples

Combinación n(%)

Racismo + ideología 3(20,0)

Racismo + ideología + religión 2(13,3)

Racista + antisemita + ideología + orientación/identidad sexual 2(13,3)

Racista + antisemita + ideología + religión 1(6,7)

Racista + antisemita + orientación/identidad sexual + religión 2(13,3)

Racista + antisemita 4(26,7)

Racista + religión + orientación/identidad sexual + nacionalidad + género 1(6,7)

Total 15(100,0)
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Tabla 5
Indicadores de polarización identificados en las sentencias

Indicadores de polarización (y sus combinaciones) n(%)

Pertenencia de la víctima a un colectivo minoritario 1(3,8)

Expresiones o comentarios 1(3,8)

Pertenencia de la víctima a un colectivo minoritario + Expresiones o comentarios 12(46,2)

Pertenencia V colectivo minoritario + Expresiones o comentarios +  
Relación con grupos odio/ultra

4(15,4)

Pertenencia V colectivo minoritario + Expresiones o comentarios +  
Relación con grupos odio/ultra + Filmación y subida a la red

1(3,8)

Pertenencia V colectivo minoritario + expresiones/comentarios + Lugar  
de culto + Fecha conmemorativa significativa + Estética/apariencia/banderas/tatuajes...

4(15,4)

Expresiones o comentarios + Relación con grupos odio/ultra + Estética/ 
apariencia/banderas/tatuajes...

1(3,8)

Lugar de culto + Fecha conmemorativa significativa + Estética/apariencia/ 
banderas/tatuajes...

1(3,8)

Percepción de la víctima + Expresiones o comentarios 1(3,8)

Total 26(100,0)

Tabla 6

Análisis de la relación entre racismo y los indicadores de polarización más comunes

Variables Racismo Estadísticos

Sí
n(%)

No
n(%) P prueba  

exacta de 
Fisher=0,047;  
U=0,187, p=0,026

Pertenencia de la víctima a un colectivo 
minoritario

Sí 18 (84,7) 4(57,1)

No 1(5,3) 3(42,8)

Expresiones/comentarios
Sí 19(100,0) 4(57,1) P prueba exacta de 

Fisher=0,013; U=0,370, 
p=0,003No 0(0,0) 3(42,9)

En el análisis de relación entre las motivaciones discriminatorias y los indicadores de polari-
zación más comunes sólo se encontraron dos relaciones estadísticamente significativas (Tabla 6). 
El racismo se relacionó positivamente con la pertenencia de la víctima a un colectivo minoritario, 
como cabría esperar, y también con las expresiones y comentarios discriminatorios.

Respecto a los autores, 33 personas fueron juzgadas por la supuesta comisión de delitos de 
odio. La mayoría fueron hombres (87,9 %) que poseían la nacionalidad española (57,6 %) y la edad 
media se situó en torno a los 30 años, aunque en algunos casos no se pudo conocer la nacionali-
dad del sujeto y/o la edad específica. Las nacionalidades restantes fueron marroquí (n=3) y nicara-
güense (n=1). El delito por el que más se acusó fue el 510 del CP, sobre todo, en su apartado primero, 
y más del 70 % de los sujetos fueron condenados. 

A continuación, se profundiza en las características de los casos en función del fallo de la de la 
sentencia: condena o absolución. En cuanto a las condenas, un 73,7 % (n=14) de las víctimas fueron 
un grupo o colectivo y el 26,3 % (n=5) restantes individuales. Se identificaron 7 víctimas, 6 hombres 

https://reic.criminologia.net/index.php/journal


REVISTA ESPAÑOLA DE INVESTIGACIÓN CRIMINOLÓGICA14

www.reic.criminologia.net
ISSN: 1696-9219

y 1 mujer. En la mayoría de los casos no existía relación entre la víctima y el autor, a excepción de 
dos: unas vecinas (caso 1) y dos conocidos (caso 17). En las motivaciones discriminatorias no se 
observaron diferencias, destacándose que más de la mitad de los casos versaron sobre múltiples 
colectivos y que, en muchas ocasiones, se entremezclaban nación y religión, especialmente entre 
judíos e Islam. También se observó que el contenido amenazante de los mensajes fue habitual y que, 
en ocasiones, asignaban características negativas a grupos, estereotipaban colectivos e, incluso, 
los culpaban de los problemas sociales que atraviesa España.

Los autores condenados fueron predominantemente hombres (95,8 %) que poseían la naciona-
lidad española (82,4 %) y menores de edad (65 %). En los sujetos mayores de edad, la media se situó 
en torno a los 36 años. Las condenas fueron mayoritariamente por provocación o incitación a la dis-
criminación y por lesionar la dignidad de una persona individual, artículos 510.1.a) y 510.2.b) del CP, 
respectivamente. En un 55,6 % de estos casos se aplicó la pena en su mitad superior por su realización 
a través de un medio de comunicación social, de acuerdo con el artículo 510.3 del CP. En cambio, en 
ningún caso se aplicó el artículo 510.4 del CP que versa sobre alteración de la paz pública o creación 
de un grave sentimiento de inseguridad. Además, se ordenó la retirada, el bloqueo o la inutilización del 
contenido o de la cuenta de la red (art. 510.6 del CP) en torno a una tercera parte de la muestra.

En los tres casos restantes se aplicó la agravante genérica del 22.4 del CP. El caso 1 versó sobre un 
delito de amenazas leves en concurso con un delito de lesión de la dignidad y un delito de quebranta-
miento de condena (arts. 171.7, 510.2.a y 468.1 del CP). El caso 12 contiene un delito contra la integridad 
moral en concurso con un delito de coacciones y un delito de descubrimientos y revelación de secretos 
(arts. 173.1, 172.1 y 197.1,4,6 del CP). Por último, el caso 17 trata de un delito de amenazas leves (171.1 del CP).

La pena impuesta más habitual fue la prisión y la multa (n=18), seguida de la prisión (n=5) y la 
multa (n=1) individualmente. La duración de la prisión osciló entre los 5 meses y los 28, con una 
media de 17 meses y situándose la moda en torno al 15. En la multa, los valores oscilaron entre los 
12 días y los 15 meses, configurándose este valor como un outlier, que se corresponde con el caso 
1. La cuota de multa más habitual fueron los 6€ (36,8 %), encontrándose el resto de los valores (2, 
3, 4, 5 y 8) entre el 8 y el 12,5. La inhabilitación especial fue impuesta a todos los autores de los 
delitos, según lo establecido en el artículo 510.5 del CP. Las circunstancias modificativas de la res-
ponsabilidad penal se aplicaron al 40 % de los casos aproximadamente (Figura 4), destacándose la 

Figura 4 
Gráfico circular de la aplicación de circunstancias modificativas de la responsabilidad penal (casos)
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reparación del daño y la atenuante de dilaciones indebidas (en torno a un 30 %). Además, existían 
denuncias previas interpuestas al autor en una tercera parte de la muestra. 

Respecto a las absoluciones de los delitos de odio (n=7), 5 de ellos fueron recursos de apelación 
por la sentencia condenatoria anterior y estimados completamente, a excepción de uno (estimado 
parcialmente). El artículo 510 del CP fue predominante, haciendo 4 de las sentencias referencia a su 
primer apartado y las 3 restantes a su segundo apartado. Los delitos se dirigieron contra un grupo 
(n=4) o contra una víctima individual (n=3), dos hombres y una mujer. La motivación discriminatoria 
más común fue la ideología (n=4), en dos de ellos en conjunto con el racismo. Por estos delitos fue-
ron acusados 6 hombres y 3 mujeres. A excepción de una mujer, todos eran mayores de edad. Las 
causas de la absolución fueron las siguientes: eximente por alteración psíquica, con la aplicación 
del artículo 20.1 del CP (casos 15 y 24); escasa entidad de la conducta y comentario aislado (casos 16 
y 21), así como adecuación del comentario al contexto de una manifestación (caso 25); los comen-
tarios fueron realizados con anterioridad a la reforma de la LO 1/2015, de 30 de marzo (caso 10); y el 
tribunal concluyó que en el delito de injurias no existía ninguna motivación discriminatoria, resul-
tando en la inaplicación del artículo 22.4 del CP (caso 18).

5.	 Discusión y conclusión

El objetivo de la investigación se ha cumplido. Los resultados muestran un aumento de las senten-
cias identificadas por CENDOJ sobre discurso de odio cometido online, principalmente en las redes 
sociales, por lo que se sustenta lo señalado en investigaciones previas (Fiscalía General del Estado, 
2019-2022; Ministerio del Interior, 2013-2023; Tamarit, 2018; Valero Heredia, 2017; Miró-Llinares & 
Gómez, 2020). Ahora bien, los hallazgos de este estudio no permiten afirmar que haya existido un 
incremento del discurso de odio punible en el espacio virtual y es preciso considerar las limitacio-
nes de la fuente empleada. Si bien CENDOJ contiene una parte significativa del universo de senten-
cias de delitos de odio juzgados en las Audiencias Provinciales, existe un porcentaje desconocido 
que no está disponible, especialmente de los tribunales inferiores, con el consecuente sesgo que 
podría conllevar. Aun así, los repositorios jurisprudenciales son la única fuente de recuperación de 
sentencias en la actualidad, justificando así la metodología empleada. Además, también se debe 
tener en cuenta la elevada cifra oculta que existe. Es más, una hipótesis plausible es que cada vez 
más las víctimas de estos delitos denuncian los hechos, así como que se estén solventando las difi-
cultades a las que se enfrentan FFCCS y tribunales (Bueno de Mata, 2023).

Los resultados de esta investigación revelan características importantes que hasta ahora no 
habían sido exploradas en profundidad por la literatura criminológica española. De este modo, se 
registró que los delitos de odio fueron, en muchas ocasiones, una actividad continuada y no res-
pondieron a hechos puntuales, extendiéndose durante meses e incluso años. En cuanto a la victi-
mización, la mayoría se dirigieron a colectivos y, en alusión a las personas físicas, el perfil general 
fue de un hombre, sin que se identificara una relación previa con el autor. En este contexto, las 
ofensas contra colectivos resultaron en más condenas que absoluciones. Las motivaciones dis-
criminatorias en la mayoría de los casos fueron múltiples, observándose un perfil de autor que no 
pretende atacar un colectivo concreto, si no que muestra hostilidad hacia grupos por diferentes 
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motivaciones, destacándose el racismo, la ideología y la religión. Es más, se encontró que, en oca-
siones, culpaban a determinados colectivos de los problemas sociales que atraviesa España. Por 
otro lado, el perfil de autor fue de un hombre que poseía la nacionalidad española y en torno a los 30 
años, aunque, si nos fijamos en las condenas, los menores de edad sobresalieron, cuestión notoria 
para dirigir la prevención de estos fenómenos hacia los más jóvenes. Además, una tercera parte de 
los autores tenía denuncias previas por cometer actos de esta tipología. Otro hallazgo que merece 
ser destacado es que tan solo se ordenó la retirada del contenido en una tercera parte de la mues-
tra, lo que es cuestionable por el acceso al contenido en el futuro. 

Continuando con lo investigado de forma previa, las redes sociales fueron el medio más utilizado 
para difundir el discurso de odio (Fiscalía General del Estado, 2019-2022; Giménez-Salinas et al. 2019; 
Ministerio del Interior, 2013-2023), aunque la más común difirió respecto a la investigación de Tamarit 
(2018), invirtiéndose el orden, es decir, primero Facebook y, después, Twitter. La motivación discrimina-
toria más frecuente fue el racismo, como habían recogido los informes de la Fiscalía General del Estado 
(2019-2022), el Ministerio del Interior (2022) y la revisión jurisprudencial de Giménez Salinas et al. (2019), 
aunque la orientación/identidad sexual, la religión y la ideología obtuvieron porcentajes significativos. 

En este estudio también se halló que el mensaje intimidatorio es una característica esencial 
de las victimizaciones, como había indicado la literatura previa (Giménez-Salinas et al. 2019 Fiscalía 
General del Estado, 2019-2022; Ministerio del Interior, 2013-2023), así como un impacto emocional 
en las víctimas significativo, con un descenso de los niveles de bienestar y sentimientos de humi-
llación recurrentes. El fallo fue condenatorio en la mayoría de los casos y las absoluciones respon-
dieron a diversos motivos. Además, se ha observado que los jueces y las juezas no profundizan en 
el análisis de la motivación que subyace al delito o, al menos, no lo han plasmado en las sentencias.

Respecto al incremento de la aplicación del artículo 510 del CP (Fiscalía General del Estado, 
2019-2022; García Domínguez, 2020a; Ministerio del Interior, 2013-2023; Miró-Llinares & Gómez, 
2020), que fue objeto de análisis en más del 90 % de las sentencias, se destaca su aplicación res-
trictiva en los tribunales españoles. Por lo tanto, se sustenta la hipótesis realizada por Miró-Llinares 
& Gómez (2020), quienes encontraron una interpretación más amplia en años anteriores, aunque 
el cambio de tendencia ya había sido identificado por García Domínguez (2020a). Si bien Andrés 
Domínguez (2021) apuntó una tendencia totalmente opuesta, su investigación se centró en el terro-
rismo, que fue excluido en la presente investigación. Ahora bien, sin perjuicio de que los tribuna-
les estén sancionando los casos más graves, salvando los excesos del legislador, comparto con la 
comunidad científica la modificación de su regulación, reduciendo su extensión (Gordon Benito, 
2023; Landa, 2018; Miró-Llinares, 2017; Vicente, 2018).

Por todo ello, considero que este estudio supone un avance del conocimiento sobre los delitos 
de odio en el ciberespacio que alcanzan los tribunales, respondiendo a preguntas que no habían 
sido investigadas en este escalón del sistema penal y actualizando el estado de la cuestión, deriván-
dose ciertas implicaciones prácticas y preventivas.

En primer lugar, es preciso que los expertos continúen desarrollando técnicas que permitan 
identificar las incitaciones al odio en los primeros estadios, con el fin de que no se dilaten en el 
tiempo (véase que en torno al 40 % de los casos se extendieron durante varios años). Igualmente, en 
su implementación, se debiera poner el foco en los autores recurrentes de estos delitos, menores y 
jóvenes, acompañándose de campañas para fomentar el respeto y la intolerancia.
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En segundo lugar, las estrategias de prevención y vigilancia se deben focalizar en las redes 
sociales, particularmente Facebook y Twitter, así como en la discriminación por raza, orientación 
sexual, religión e ideología, dada su mayor prevalencia. Sería interesante hacer uso de palabras clave 
que se detallan en la presente investigación, especialmente de los términos más utilizados para 
provocar al odio de colectivos minoritarios, que fueron víctimas de forma más frecuente que suje-
tos particulares. Al mismo tiempo, no se puede obviar que podrían existir otros grupos afectados 
que no estén siendo denunciados (Vergani et al., 2024) y, por ende, continuar con la investigación 
empírica en este ámbito es ineludible. Igualmente, se recomienda que los tribunales profundicen en 
las motivaciones discriminatorias que subyacen al delito y que ordenen la retirada del contenido de 
todas las páginas webs dirigidas a fomentar la intolerancia. Además, este estudio muestra, nueva-
mente, que el odio en el espacio virtual continúa presente (Aguerri & Miró-Llinares, 2022; Pérez de 
la Fuente, 2023; Valero Heredia, 2017; Vergani et al., 2024).

Finalmente, se pone de manifiesto lo que no es posible conocer aplicando la metodología de 
la revisión sistemática de sentencias, como la mayoría de las sentencias dictadas en primera ins-
tancia, algunas características de las víctimas (por ejemplo, nacionalidad y edad), el incremento 
de los delitos de odio en la realidad y la incidencia de la cifra oculta (García Domínguez, 2023; 
Chakraborti & Burch, 2024; Pezzella et al., 2019; Stancu & Varona, 2017; Tamarit et al., 2014, 2022, 
2023). Ahora bien, está claro que combatir los discursos de odio dirigidos a perpetuar la posición 
de inferioridad de ciertos grupos es fundamental, sobre todo en el ciberespacio, por su mayor 
alcance y potencial lesivo. Véanse, si no, las consecuencias que provocan en las víctimas, apun-
tando los estudios criminológicos no sólo a una incidencia significativa en su bienestar, sino tam-
bién a un perjuicio mayor en comparación con los delitos cometidos en el espacio físico (Aguerri, 
& Miró-Llinares, 2022; Sponholz, 2023). También es relevante el impacto en la sociedad, ya que 
alimentan prejuicios, erosionan la cohesión social y atentan contra valores constitucionales fun-
damentales, como la igualdad y la dignidad, dificultando la convivencia pacífica de la ciudadanía.
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